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1. Introducción 
La medición de fenómenos sociales como el conflicto armado es de suprema importancia 

para guiar las políticas públicas. En particular, el Departamento Nacional de Planeación apoya la 

generación de información para hacer seguimiento y evaluación de políticas públicas, con el fin de 

contribuir a la consecución de una administración pública efectiva y eficaz. Siguiendo este 

lineamiento, este documento presenta el índice de incidencia del conflicto armado, desarrollado 

con el objetivo de identificar los municipios colombianos según su afectación por conflicto en el 

período 2002-2013. El índice tiene como objetivo brindar insumos para el diseño, ajuste e 

implementación de políticas, programas y proyectos de carácter territorial enfocados en la 

construcción de paz. Esta medición toma especial importancia en el contexto actual en el que el 

Gobierno Nacional y las FARC están buscando una salida negociada al conflicto que ha vivido el 

país por más de 50 años. Adicionalmente, el Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018 ά¢ƻŘƻǎ ǇƻǊ ǳƴ 

bǳŜǾƻ tŀƝǎέ define como uno de sus pilares la construcción de paz sostenible y duradera. Esta 

construcción de paz va más allá del fin del conflicto y plantea un avance en la disminución de las 

desigualdades sociales, económicas y territoriales hoy existentes. Es por eso que el análisis del 

índice se hace en conjunto con otros ejercicios como son la estrategia de brechas y las categorías 

de ruralidad. 

A pesar de que el estudio de los conflictos tiene una larga tradición, la recolección 

sistemática de datos de datos y medición de este fenómeno es relativamente reciente. A lo largo 

del siglo XXI distintos proyectos de recolección de datos sobre conflicto fueron desarrollados por 

Universidades, Centros de Pensamiento, ONGs e instituciones gubernamentales. Los avances 

tecnológicos también contribuyeron a la generación de datos estadísticos. Esta mayor 

disponibilidad de datos ha enriquecido los análisis sobre el tema, pero al mismo tiempo ha 

generado debates sobre la manera más apropiada para definir y medir conflicto. Por un lado están 

quienes defienden la armonización de las definiciones de conflicto; por otro están quienes señalan 

que tener una diversidad de definiciones y proyectos provee un control crítico para la validez de 

los resultados reportados en campo (Eck, 2005, págs. 5,6). Así mismo, la diversidad en definiciones 

y mediciones puede proporcionar análisis que se ajusten mejor al contexto de cada conflicto. Si 

bien el debate continúa, en general se puede afirmar que existe un consenso respecto a que la 

variedad de mediciones es buena. Sin embargo, esta diversidad siempre configurará escenarios de 

controversia, sobretodo porque las formas en que se define y mide un fenómeno influyen en el 

diseño, implementación y evaluación de políticas (Granada, y otros, 2010, pág. 7). En este sentido, 

este documento busca brindar información de la medición del índice de incidencia del conflicto 

armado de manera que se pueda generar un diálogo constructivo con otras definiciones y 

mediciones del mismo.  

La definición de conflicto en la que se enmarca el índice es la del Comité Internacional de 

la Cruz Roja (CICR), la cual recoge en buena medida las características del conflicto colombiano. El 

CICR es la entidad designada por los Estados Partes en los Convenios de Ginebra para trabajar por 

la comprensión y la difusión del derecho internacional humanitario aplicable en los conflictos 

armados. La definición establecida es la siguiente:   
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άSon enfrentamientos armados prolongados que ocurren entre fuerzas armadas 

gubernamentales y las fuerzas de uno o más grupos armados, o entre estos grupos, que 

surgen en el territorio de un Estado [Parte en los Convenios de Ginebra]. El enfrentamiento 

armado debe alcanzar un nivel mínimo de intensidad y las partes que participan en el 

ŎƻƴŦƭƛŎǘƻ ŘŜōŜƴ ǇƻǎŜŜǊ ǳƴŀ ƻǊƎŀƴƛȊŀŎƛƽƴ ƳƝƴƛƳŀέ (Comité Internacional de la Cruz Roja, 

2008). 

Teniendo en cuenta esta definición, las características particulares del conflicto armado en 

Colombia y el objetivo del índice de incidencia del conflicto armado (IICA), éste se mide a partir de 

las siguientes seis variables: acciones armadas, homicidio, secuestro, víctimas de minas 

antipersonal, desplazamiento forzado y cultivos de coca. 

Este documento se divide en cinco secciones incluyendo esta introducción. En la segunda 

sección se presenta la metodología usada para el cálculo del índice de incidencia del conflicto 

armado. La tercera sección contiene los datos usados para este cálculo y un breve análisis de las 

variables. La cuarta sección presenta los resultados del índice de incidencia del conflicto armado y 

la última sección las conclusiones del ejercicio. 

2. Metodología 
La construcción del índice de incidencia del conflicto armado tiene los siguientes pasos: 

1. Normalización de las variables por población, excepto en el caso de hectáreas de cultivos de 

coca normalizada por el área del municipio 

2. Estandarización de variables mediante la siguiente fórmula: 

ᾀ 
ὼ  ‘

„
 

El valor estandarizado z de una observación x es la distancia con respecto a la media (µ) 

ƳŜŘƛŘƻ Ŝƴ ŘŜǎǾƛŀŎƛƻƴŜǎ ŜǎǘłƴŘŀǊ όˋ). Esta operación facilita la comparación y las operaciones 

entre variables con distintas unidades y distribuciones. 

3. Se realizó un promedio simple de las seis variables estandarizadas. Con el fin de facilitar la 

interpretación de los resultados el índice que resulta se re-escaló entre 0 y 1 (siendo 1 el valor 

de mayor incidencia de conflicto) mediante la siguiente fórmula: 

ώ
 

þ
Ü  þ  

 

Se realizó un promedio simple del índice del período 2002 a 2013. Posteriormente, se definieron 

las siguientes cinco categorías por desviaciones estándar. Estos rangos se mantienen iguales para 

el cálculo del índice por años lo que los hace comparables en el tiempo. 
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Categoría 
Rango desviación 

estándar 

Bajo < -0.50 

Medio bajo -0.50 - 0 

Medio 0-0.50 

Alto 0.50 ς 1,5 

Muy Alto > 1.5 

3. Datos 
Para el cálculo del índice de incidencia del conflicto se usaron las variables que se 

presentan en la Tabla 1. El índice se calcula para el período 2002-2013, este rango tiene 

disponibilidad para todas las variables que componen el mismo y permite conocer las dinámicas 

del conflicto en un mediano y corto plazo, brindando información relevante para la 

implementación de políticas enfocadas en la construcción de paz. En el año 2002 la mayor parte 

de las variables presentan niveles altos en comparación con el resto del período (ver graficas 1 a 

3). Este año marca el fin de una etapa que empezó a finales de los 90s en la que tanto las FARC 

como las fuerzas armadas emprendieron un proceso de expansión y fortalecimiento militar 

(Prieto, Rocha, & Marín, 2013, pág. 12). Posteriormente, como se puede apreciar en la gráfica 1, 

las acciones armadas llegan en el año 2003 a su nivel más alto y la tendencia decreciente se 

aprecia a partir del año 2007. En el marco de la Política de Seguridad Democrática (2002 a 2010) y 

la implementación del Plan Patriota (2004 a 2006), aumentan las acciones guerrilleras y los 

combates por iniciativa de la fuerza pública. Esto contribuye al repliegue de las FARC hacia las 

periferias del país en fronteras con el océano pacífico, Venezuela y Ecuador (Prieto, Rocha, & 

Marín, 2013, pág. 12), y más adelante a una disminución de las acciones armadas y otras variables 

como las víctimas de minas antipersonal y el desplazamiento forzado. 

Tabla 1. Variables que componen el índice de incidencia del conflicto armado 

Variable Definición Fuente 

Acciones armadas 

Son acciones armadas ofensivas cometidas por grupos 

armados dentro del territorio de un Estado que tienen 

como finalidad atacar y debilitar las estructuras militares 

del bando opuesto (Observatorio del Programa 

Presidencial de DH y DIH, 2010). Dentro de esta variable 

se incluyen las siguientes acciones: combates, 

bombardeos, emboscadas, hostigamientos, ataques a 

población, ataques a instalaciones de la fuerza pública y 

ataques contra infraestructura y bienes, y actos de 

terrorismo. 

Observatorio Derechos 

Humanos (DDHH) y 

Derecho Internacional 

Humanitario (DIH), 

Comando General de 

las Fuerzas Militares, 

Policía 

Homicidio 

Es toda muerte violenta causada por cualquier tipo de 

arma a excepción de aquellos cometidos en accidentes 

de tránsito (Policía Nacional, 2016) 

Policía 
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Variable Definición Fuente 

Secuestro 
Es la acción de arrebatar, sustraer, retener u ocultar a 

una persona con cualquier propósito (Ley 599 de 2000) 
Ministerio de Defensa 

Minas 

antipersonal 

Corresponde al número de víctimas de los accidentes 

causados por Minas Antipersonal (MAP). 

Dirección para la 

Acción Integral contra 

Minas Antipersonal 

(DAICMA) 

Desplazamiento 

forzado 

Acción en la que una persona o comunidad se ve forzada 

a migrar dentro del territorio nacional abandonando su 

localidad de residencia o actividades económicas 

habituales, porque su vida, su integridad física, su 

seguridad o libertad personales han sido vulneradas o se 

encuentran directamente amenazadas, con ocasión de 

cualquiera de las siguientes situaciones: conflicto 

armado interno, disturbios y tensiones interiores, 

violencia generalizada, violaciones masivas de los 

Derechos Humanos, infracciones al Derecho 

Internacional Humanitario u otras circunstancias 

emanadas de las situaciones anteriores que puedan 

alterar o alteren drásticamente el orden público (Ley 

1448 de 2011). 

Unidad para la 

Atención y Reparación 

Integral a las Víctimas 

(UARIV) 

Cultivos de coca 
Áreas sembradas con cultivos de coca, componente 

primario para la producción de cocaína 

Sistema Integrado de 

Monitoreo de Cultivos 

Ilícitos (SIMCI) 

 

Las variables que componen el índice fueron escogidas por ser las más representativas de 

las dinámicas del conflicto armado en Colombia y además disponer de información de calidad y 

proveniente de fuentes oficiales. Por una parte, están los secuestros y las minas antipersonal que 

han sido parte de las modalidades de violencia más frecuentes de los actores armados contra la 

población civil (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2013, págs. 65,66,67 y 68). Por otra parte 

está el desplazamiento forzado, un fenómeno de tal magnitud que Colombia es el país con mayor 

cantidad de desplazados internos en el mundo. El desplazamiento ha estado principalmente ligado 

al control de territorios estratégicos para el narcotráfico y a intereses particulares de sectores 

empresariales (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2013, págs. 71,72 y 73). Otra de las 

variables incluidas en el índice son las áreas sembradas con cultivos de coca, componente 

primario para la producción de cocaína. El mercado de las drogas ilícitas ha tenido una estrecha 

relación con el desarrollo del conflicto puesto que los distintos actores ilegales han encontrado en 

este negocio una importante fuente de ingresos para soportar los costos de su accionar bélico 

(Fundación Ideas Para la Paz, 2014). Adicionalmente, se incluyen las acciones armadas, que han 

provocado serios daños en la población civil en detrimento de los principios humanitarios y 
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favoreciendo la visibilización y demostración de poder militar por parte de los grupos armados y, 

la generación de pánico entre la población. Por último, está la variable de homicidio que refleja la 

magnitud de las víctimas de la violencia y las condiciones de seguridad en el país. Aunque no es 

posible separar las víctimas por causas directamente relacionadas con el conflicto armado, se 

considera que los homicidios son un buen reflejo del accionar de los grupos armados ilegales y el 

desarrollo del mismo. El CNMH estima que 3 de cada 10 homicidios son producto del conflicto 

armado (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2013, pág. 32).  

Las gráficas 1 a 3 presentan el comportamiento de las seis variables que componen el 

índice en el período 2002 a 2013 y hasta 2014 para las variables con datos disponibles para este 

año. En general se observa una tendencia decreciente en las variables, la tasa de homicidios y los 

secuestros decrecen de manera sostenida, el resto de variables presentan repuntes en algunos 

años. Una excepción a este comportamiento es la variable de minas antipersonal que presenta un 

crecimiento sostenido hasta alcanzar su máximo punto en el año 2006 y posteriormente decrece. 

Al respecto, Bejarano (2010, pág. 256) señala que este aumento está ligado a la ofensiva militar en 

el principio del período analizado que también se puede evidenciar en los altos niveles de las 

acciones armadas de la Gráfica 1. Según el autor las minas antipersonal son una táctica defensiva 

para evitar el avance de la fuerza pública hacia zonas de dominio de la guerrilla, así como para 

proteger los cultivos ilícitos (Ibíd).  

La variable de desplazamiento forzado presenta un retroceso entre los años 2003 y 2007 

que tiene relación con el aumento en la siembra de minas antipersonal por parte de las FARC pues 

estas causan temor entre la población y limitan su desplazamiento. Otras razones que ayudan a 

explicar este aumento son: la estrategia de expansión territorial de los grupos paramilitares y las 

deficiencias en sus procesos de desmovilización que permitieron el reagrupamiento y rearme de 

algunos desmovilizados y, la ofensiva militar de recuperación territorial del Estado en 

cumplimiento de la Política de Seguridad Democrática (Centro Nacional de Memoria Histórica, 

2013, pág. 71). 

Por su parte, la variable de cultivos ilícitos presenta repuntes en los años 2007 y 2014. El 

aumento en el año 2007 sorprendió en su momento pues se dio en medio de una intensificación 

de las políticas de erradicación manual. El informe de UNODC de ese año (UNODC, 2008) indica 

que junto con el aumento se dio una disminución en la productividad debido a que por las 

acciones de erradicación los lotes cultivados estaban más dispersos, lo que llevaría a un aumento 

en el área de siembra de la coca. En 2008 la variable retoma la senda decreciente lo que se 

atribuye a un sustancial aumento de la erradicación manual y, la continuación de la aspersión 

aérea y la baja productividad de los cultivos (UNODC, 2009). En 2014 un aumento en los cultivos 

de coca interrumpe la tendencia decreciente que venía desde 2008. Garzón y Wilches (2015) 

plantean algunas hipótesis para explicar este aumento siendo las dos principales: (1) las FARC 

están incitando a los campesinos a sembrar coca para poder beneficiarse de programas de 

sustitución de cultivos en una eventual implementación de los acuerdos de paz, (2) la caída en los 

precios del oro habría incentivado el traslado de la minería ilegal a la siembra de coca. 
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En cuanto a las acciones armadas, como ya se ha mencionado, empiezan el período en 

niveles altos lo que se relaciona con una ofensiva militar y la correspondiente respuesta de la 

guerrilla para defender sus zonas de dominio. En los años 2009 y 2010 y después en 2012 y 2013 

hay un aumento en la serie, al hacer un análisis más detallado un estudio de la Prieto, Rocha y 

Marín (2013, pág. 14) encuentra que desde el año 2008 la participación de las acciones que 

requieren un medio y bajo esfuerzo militar (por ejemplo hostigamientos, emboscadas, ataques a 

infraestructura) aumenta mientras aquellas que requieren un alto esfuerzo militar (por ejemplo 

ataques a poblaciones y a instalaciones de la Policía y el Ejército) disminuyen.  Es decir, se da un 

cambio hacia acciones de medio y bajo esfuerzo en razón a la menor capacidad de las FARC para 

realizar atentados de alto esfuerzo militar. 

El homicidio decrece de manera sostenida en el período analizado, previo al año 2002 y 

desde la segunda mitad de los 90s la serie había crecido. El quiebre de tendencia desde el año 

2002 se atribuye a distintos factores entre los que se encuentra: (1) un aumento en la capacidad 

operativa de las fuerzas armadas replegando a los actores armados ilegales y por lo tanto 

disminuyendo el número de víctimas de su accionar, (2) desmovilización de las AUC que se traduce 

en una disminución de la violencia a la que estos grupos recurrían antes del año 2002 (Echandía & 

Salas, 2007, pág. 37), (3) aplicación de medidas de control como las restricciones a los horarios de 

atención en bares y sitios de consumo de alcohol, (4) medidas de control al porte de armas 

(Montes, 2008, pág. 81). Entre los años 2013 y 2014 se aprecia una disminución más marcada, 

esto podría estar asociado con los golpes de las autoridades a organizaciones criminales en 

ciudades como Medellín y Cali (Llorente & Escobedo, 2015, pág. 17). Así mismo, en estas ciudades 

se ha presentado una la disminución de los enfrentamientos entre bandas ya sea por acuerdos 

entre ellas o por la consolidación de algunas de estas (ibíd.). Las acciones que se han tomado para 

disminuir la intensidad del conflicto armado en el marco del proceso de paz de La Habana también 

podrían estar relacionadas con la disminución de los homicidios. 

El secuestro también decrece con una pendiente más pronunciada hasta 2009 y en 

adelante se sostiene en niveles similares. Este comportamiento está estrechamente ligado a las 

dinámicas del conflicto armado. Por una parte, el repliegue de las FARC hacia las zonas periféricas 

del país en frontera con países vecinos, disminuye la capacidad de este grupo de hacer secuestros 

en los principales centros urbanos: Bogotá, Medellín y Cali y ciudades intermedias (Echandía & 

Salas, 2009, pág. 106 y 107). Por otra parte, el fortalecimiento de la fuerza pública y acciones 

puntuales como la mejora de la seguridad en las carreteras, en los procesos de inteligencia y una 

mayor destinación de recursos a la Fiscalía General de la Nación determinaron de manera 

importante la disminución de los secuestros (Echandía & Salas, 2009, pág. 107). 
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Gráfica 1. Cultivos de coca 2002-2014 y acciones armadas 
2002-2013 

 
Fuente: SIMCI para cultivos de coca; Observatorio DDHH y DIH, 
Comando General de las Fuerzas Militares, Policía 

Gráfica 2. Secuestro y Minas antipersonal 2002-2014 

 
Fuente: Ministerio de Defensa para secuestro; DAICMA para minas 
antipersonal 

Gráfica 3. Desplazamiento y tasa de homicidios 

 
Fuente: Policía para tasa de homicidio; UARIV para desplazamiento forzado 

 

4. Resultados  
El Mapa 1 presenta los resultados del IICA para los años 2002-2013, un total de 187 

ƳǳƴƛŎƛǇƛƻǎ ŘŜƭ ǇŀƝǎ ǎŜ ǳōƛŎŀƴ Ŝƴ ƭŀǎ ŎŀǘŜƎƻǊƝŀǎ ŘŜ ƛƴŎƛŘŜƴŎƛŀ άƳǳȅ ŀƭǘŀέ ȅ άŀƭǘŀέΦ 9ǎǘƻǎ ǊŜǎǳƭǘŀŘƻǎ 
muestran que el conflicto ha afectado de manera diferenciada a las regiones de Colombia. El 
ŜƧŜǊŎƛŎƛƻ ŘŜ ŎƻƴǘƛƴǳƛŘŀŘŜǎ ƎŜƻƎǊłŦƛŎŀǎ ǇƻǊ Ŝƭ ƳŞǘƻŘƻ ŘŜ άǾŜŎƛƴƻ ƴŀǘǳǊŀƭέ1 que se presenta en el 

                                                           
1 ά±ŜŎƛƴƻ ƴŀǘǳǊŀƭέ ƻ άbŀǘǳǊŀƭ bŜƛƎƘōƻǊέ Ŝǎ ǳƴ ƳŞǘƻŘƻ ŘŜ ƛƴǘŜǊǇƻƭŀŎƛƽƴ ŜǎǇŀŎƛŀƭ ǉǳŜ ǘƻƳŀ Ŝƭ ǎǳōŎƻƴƧǳƴǘƻ 
más cercano de muestras de entrada de un punto de consulta determinado y les aplica pesos con base en 
áreas proporcionales con el fin de interpolar un valor. 
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Mapa 2, permite identificar al menos las siguientes 15 regiones que han tenido una mayor 
afectación por conflicto: 

1. Sierra Nevada de Santa Marta. 
2. Catatumbo y sur del Cesar. 
3. Arauca. 
4. Montes de María. 
5. Sur de Bolívar. 
6. Bajo Cauca antioqueño y Nudo de Paramillo.  
7. Urabá chocoano. 
8. Oriente antioqueño. 
9. Alto, Medio y Bajo San Juan. 
10. Sur de Tolima y Norte del Cauca. 
11. Pacífico caucano. 
12. Tumaco y pacífico nariñense. 
13. Ariari, Guayabero y Guaviare. 
14. Caquetá. 
15. Medio y Bajo Putumayo. 

Los cálculos a nivel departamental también muestran las disparidades regionales, siendo los más 
afectados en el período de análisis Nariño, Putumayo, Meta, Caquetá, Guaviare y Arauca (Mapa 3).  

Mapa 1. Índice de incidencia del conflicto armado 
(IICA) 2002-2013 

 
Fuente: GPE ς DNP 

Mapa 2. IICA 2002-2013, continuidades geográficas 
ǇƻǊ ƳŞǘƻŘƻ ŘŜ ά±ŜŎƛƴƻǎ bŀǘǳǊŀƭŜǎέ 

 
Fuente: GPE ς DNP 

 

Muy Alto (81)

Alto (106)

Medio (141)

Medio Bajo (411)

Bajo (382)

± 1 

2 

3 

4 

5 6 
7 

8 

9 

10 
11 

12 

13 



 
 

 

11 
 

Mapa 3. IICA departamental 2002-2013 

 

                                                                                               Fuente: GPE-DNP 

Los cálculos anuales del IICA son comparables y permiten analizar la evolución del 

conflicto a lo largo del tiempo. La Gráfica 4 contiene el IICA a nivel nacional entre los años 2002 y 

2013, donde la tendencia decreciente evidencia la disminución en la intensidad del conflicto 

armado. No obstante, al comparar el índice georreferenciado entre los años 2002 y 2013 (Mapas 4 

y 5) se observa que hay regiones donde el conflicto se ha intensificado, tal es el caso del Pacífico 

Caucano, Valle Caucano y el Sur del departamento del Chocó. Según Prieto, Rocha y Marín (2013, 

pág. 40), en regiones como Cauca, Valle, Bajo Cauca Antioqueño y zonas de frontera (Nariño, 

Putumayo, Norte de Santander, Arauca), el aumento y persistencia del conflicto se explica porque 

la guerrilla aprovecha estas zonas para replegarse y porque ofrecen importantes ventajas para el 

desarrollo de actividades ilícitas. 
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Mapa 4. IICA 2002 
 

 
Fuente: GPE-DNP 

Mapa 5. IICA 2013 

 
Fuente: GPE-DNP 

 

Gráfica 4. Índice de incidencia del conflicto armado nacional, 2002-2013 

 

El cruce del IICA con otras variables permite ver la confluencia del conflicto armado con 

otros factores. Así, los municipios con mayor incidencia del conflicto coinciden con zonas en las 

que predomina la ruralidad. El 88% de estos municipios son rural y rural disperso según las 

categorías definidas por la Misión para la Transformación del Campo, lo que quiere decir que 

presentan bajas densidades poblacionales y tienen limitaciones de conexión con el sistema de 

ciudades. En estos territorios desconectados del sistema de ciudades no se cuenta aún con 

garantías suficientes para el goce efectivo de derechos de los ciudadanos, y se presentan 

profundas brechas en el acceso a bienes públicos. Efectivamente, Ramírez et al. (2016) 
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demuestran que el nivel de pobreza multidimensional municipal tiene una relación directa con el 

grado de ruralidad y la desconexión del Sistema de Ciudades de un municipio. 

En los territorios más afectados por el conflicto armado también confluyen una baja 

dinámica económica y mayores niveles de pobreza. En el mapa 6 se puede observar que los 

municipios con mayor incidencia del conflicto armado también tienen altos Índices de Pobreza 

Multidimensional Rural (IPM), el indicador es de 88,8%, 8,8 puntos porcentuales por encima del 

indicador a nivel nacional. Los municipios con mayor afectación del conflicto también tienen 

economías más pequeñas, el valor agregado total es en promedio un 41,6% del correspondiente a 

los municipios con media y baja afectación y, su el valor agregado per cápita es un 42,0% menor. 

Asimismo, existen diferencias la distribución por rama de actividad económica, los municipios de 

alta incidencia del conflicto tienen una participación considerablemente mayor de la minería y los 

servicios comunales, y menor de la industria, el sector inmobiliario y el agropecuario. 

 

Mapa 6. IICA e IPM Rural 

 
Fuente: DDTS, DDRS, GPE y SPSCV - DNP, el IPM se 

calcula con datos del Censo 2005. 

Tabla 2. Valor agregado municipal 

 

Municipios 
con muy alta y 
alta incidencia 
del conflicto 

Municipios con 
media y baja 
incidencia del 

conflicto 

Valor Agregado Total 314.704,83 756.221,56 

Valor Agregado Per Cápita 15,59 22,14 

Sector Agropecuario 20,0% 21,3% 

Sector Minas 10,6% 5,0% 

Sector Industria 
Manufacturera 3,6% 6,7% 

Sector Suministro 
Electricidad 3,0% 3,3% 

Sector Construcción 11,4% 11,4% 

Sector Comercio 9,2% 10,3% 

Sector Transporte 8,5% 9,1% 

Sector Intermediación 
Financiera 1,6% 1,8% 

Sector Inmobiliario 9,4% 11,2% 

Sector Servicios Comunales 22,1% 19,3% 
 

Fuente: DANE, 2013. Promedios simples. Valores en millones de 

pesos corrientes. 

 

 

 

 




